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PRESENTACIÓN

LA COLABORACIÓN entre el Fideicomiso Historia de las Américas de El Colegio de México y el Fondo de Cultura Económica cumplió en 2008 15 años de existencia. Respaldan su trayectoria editorial 73 títulos, varias reimpresiones y la participación de más de un centenar de académicos de distintas instituciones. Conmemoramos estos tres lustros conjuntamente, además del bicentenario de la Independencia y el centenario de la Revolución mexicana, sucesos que plantean la necesidad ineludible de reflexionar sobre procesos determinantes en la vida de nuestros países.

Repensar los procesos que condujeron a la Independencia es una ocasión para identificar los vínculos entre los países iberoamericanos y el mundo occidental en su conjunto. La comprensión de los nexos culturales, políticos, sociales y económicos que se han dado entre las áreas iberoamericanas y entre éstas y las áreas españolas y europeas nos permite significar las particularidades en los procesos históricos americanos y reconocer lo que nos identifica como parte del mundo occidental.

En la segunda mitad del siglo XIX, en un principio las relaciones se multiplicaron e intensificaron por efecto de las revoluciones liberales, y luego, entre 1870 y 1914, el mundo occidental en su conjunto vivió una era de cambio por efecto de la creciente internacionalización en los ámbitos económico, social y cultural. La intensidad y la velocidad de los cambios en los espacios nacionales y mundiales condujeron a transformaciones significativas en la relación Estado-sociedad. De esta manera, explicar y comprender el proceso de formación del Estado contemporáneo, así como a los distintos actores sociales, es el principal objetivo de los estudios que presenta el Fideicomiso Historia de las Américas.

Confiamos en que esta serie, destinada a la comprensión de dos siglos de profundas transformaciones históricas, en América y Europa, arroje nueva luz en torno a los complejos cambios vividos, los avances y las resistencias o modalidades de adaptación de cada país. Por nuestra parte consideramos que, al presentar un pasado histórico estudiado de modo crítico, sin falsos nacionalismos, podremos comprender mejor nuestro tiempo, que, más que occidental, se nos presenta global.

ALICIA HERNÁNDEZ CHÁVEZ

Presidenta del Fideicomiso Historia de las Américas

Octubre de 2008





INTRODUCCIÓN

SIEMPRE ME ha llamado la atención el escaso espacio que dedican los estudios generales y especializados a las formas que el federalismo asume en el contexto latinoamericano. Impresiona aún más que no se haya propuesto, a pesar de los estímulos que provienen de los cambios políticos actuales, un análisis de conjunto de las constantes y variantes de las experiencias federales del continente en el curso de casi dos siglos de su historia.

Estas consideraciones nos han hecho surgir en nosotros la idea de que este desinterés podía ser superado a través de un conjunto coherente de estudios capaces de mostrarnos, sin caer en una excesiva generalización ni en una excesiva especialización, las formas que históricamente ha asumido el federalismo en México, Brasil y Argentina desde la Independencia hasta nuestros días.

Un volumen de este tipo no podía ser propuesto al lector, como habría sido deseable, por un único autor pues si bien hay competencias científicas específicas en muchos estudiosos, ninguno podía asumir la totalidad de la tarea en forma exclusiva. De allí que hayamos pensado en una solución diferente: que cada estudio ilustrara las fases históricas de cada experiencia federal, delegando al editor del volumen la responsabilidad de proponer un análisis comparado de las experiencias federales.

Para lograr este objetivo central todos y cada uno de los autores convinimos —en un coloquio desarrollado en la ciudad de México bajo los auspicios de El Colegio de México y del Fideicomiso Historia de las Américas— en que este volumen debería transmitir la idea de que el federalismo no fue ni es una forma de gobierno inmutable sino que, como toda forma estatal, sufrió importantes y significativas transformaciones a lo largo de un siglo y medio. A partir de esta simple, por no decir banal, constatación, nos empeñamos en dar la debida importancia al hecho de que el principio federal, presente en todas las constituciones federales, se sustenta en la existencia de dos esferas dotadas de una cierta autonomía, la del gobierno federal y la de los gobiernos estatales. Al mismo tiempo, consideramos la idea de que esta doble esfera política tiende a desarrollar, por efecto de innovaciones económicas (ferrocarriles, etc.), sociales (surgimiento de nuevos grupos sociales no territoriales) y políticas (nacimiento de partidos clasistas o de movimientos sindicales), una esfera de competencias compartidas entre el gobierno federal y los gobiernos estatales o a favorecer la preeminencia y expansión de la propia esfera federal. Al mismo tiempo, los estados por el hecho de ser titulares ellos también de soberanía y poseer una esfera política propia, pueden dar vida a mecanismos políticos formales e informales que tiendan a vincular dos o más estados entre sí sobre problemáticas afines, dando realidad a prácticas políticas caracterizadas como seccionales.

La idea de fondo es que el federalismo es una forma de gobierno dinámica que presenta una fuerte capacidad de transformación y de adecuación al desenvolvimiento de las regiones y del país, visualizable tanto en la tensión como en la colaboración entre las dos esferas: la federal y la de los estados. De allí que la dimensión institucional no pueda ser la única capaz de permitirnos comprender las diferencias y similitudes de las diferentes experiencias federales obligándonos, por lo tanto, a tratar de establecer una mejor correlación entre la dimensión institucional y la política y entre esta última y la social.

Si bien la dimensión institucional nos permite comprender la capacidad de acción de los actores políticos, la actividad política y social de estos últimos facilita comprender cómo se interiorizan en las instituciones las diferentes prácticas políticas (elecciones, partidos políticos, etc.) y cómo a través de estas prácticas se integran en la cultura política las diferentes instancias ideológicas (liberalismo, nacionalismo, democracia). En otras palabras, el federalismo no es sólo el principio a partir del cual se han organizado y organizan institucionalmente Argentina, Brasil y México, sino también una cultura política capaz de regular a través de prácticas concretas los derechos y los deberes de los diferentes actores en lo que concierne a la ciudadanía, la participación política y la presencia social de los mismos.

Las experiencias federales de Argentina, Brasil y México son examinadas en este volumen a través de un análisis histórico-politológico capaz de conjugar y de hacer interactuar las tres dimensiones expuestas, es decir, la institucional, la de las prácticas políticas y la de la cultura política. Sólo a través de esta compactación analítica consideramos que se podía comprender el porqué no es posible hablar del federalismo como de una forma de organización idéntica en el tiempo y en el espacio latinoamericano, siendo conveniente, en cambio, hablar de formas históricas del federalismo no obstante que ellas posean diferentes duraciones temporales en los países que hemos considerado en este proyecto.

De cuanto hemos dicho surge con suficiente claridad que las diferentes dimensiones comunes que especifican el federalismo en estas tres áreas latinoamericanas han sido influidas significativamente por la evolución histórica. Esto quiere decir que para describir y analizar las experiencias federales cada autor tuvo la total libertad de establecer el punto de partida y de llegada de la experiencia federal que analizaba. Las tres partes en que se divide el volumen —primer federalismo, federalismo liberal y federalismo centralizador— reflejan esencialmente los procesos históricos generales dentro de los cuales se insertan las diferentes experiencias federales mexicanas, brasileñas y argentinas en siglo y medio de historia.

A través de la presentación de la experiencia federal en tres áreas latinoamericanas significativas, se desea no sólo ilustrar la originalidad del federalismo latinoamericano, que fue y es grande, sino también vincular mayormente la reflexión histórica con la que simultáneamente realizan otros científicos sociales sobre los sistemas políticos y la gobernabilidad latinoamericana.

En el curso de la preparación de este volumen, tuvo una gran importancia el coloquio realizado en la ciudad de México los días 2 y 3 de marzo de 1992, organizado por el Fideicomiso Historia de las Américas presidido por Alicia Hernández Chávez, durante el cual los autores tuvimos la ocasión de comparar las experiencias que analizamos y recibir los comentarios de Tulio Halperin Donghi sobre el primer federalismo, de María del Refugio González sobre el federalismo liberal y de José Luis Reyna sobre el federalismo centralizador. Deseamos finalmente agradecer a la institución que abrigó nuestros trabajos, El Colegio de México, y al Fideicomiso Historia de las Américas que los hizo posibles.

MARCELLO CARMAGNANI





EL PRIMER FEDERALISMO

 

 

EL FEDERALISMO MEXICANO, 1823-1847

JOSEFINA ZORAIDA VÁZQUEZ *

LOS ORÍGENES del federalismo mexicano han sido explicados convincentemente en un conjunto de estudios que se complementan.1 Algunos estudios se han adentrado en sus orígenes en el regionalismo o en la tradición española; Benson los relaciona con la creación de las diputaciones provinciales y Barragán con el Plan de Casamata, los dos con razón. Faltaría explorar la contribución de los ayuntamientos como núcleo de intereses, cuya tradición representativa les permitió desempeñar un papel importante en las elecciones y en la crisis de 1823, y adaptar el constitucionalismo tradicional al contexto liberal de la Constitución de 1812.

Lo que no parece despertar duda es que la federación fue la opción que salvaguardó la unidad en 1824 al responder al regionalismo, verdadera fuerza política al derrumbarse el intento monarquista que buscaba conservar el viejo orden novohispano. Brian Hamnett ha visto con claridad cómo la independencia hacía necesaria una serie de ajustes entre las regiones y el poder central, o como él lo precisa, “entre las élites regionales y la nacional”,2 ya que los reajustes que habían tenido lugar a fines de la Colonia y durante los críticos años de la Independencia requerían una transformación política. Comentaristas contemporáneos y posteriores han elogiado el Acta Constitutiva y la Constitución de 1824 como respuesta original que había resuelto en forma adecuada las pruebas que las circunstancias le planteaban;3 otros las han acusado de simple copia del federalismo norteamericano, por haber adoptado su sistema de representación, o de haber seguido a la letra la Constitución de Cádiz, por mantener su forma. Lo cierto es que fueron documentos de una transacción casi milagrosa, pues la compleja situación hacía difícil encontrar fórmulas que consiguieran atenuar las tensiones que se venían expresando entre las regiones y el centro.

El constitucionalismo de 1824 se ha analizado con minuciosidad desde el punto de vista jurídico, pero en cambio brillan por su ausencia obras sobre su aplicación. La historiografía se ha ocupado poco del periodo “del federalismo y el centralismo”, como se le conoce al subrayar su carácter ideológico, o “del santanismo”, cuando lo refieren al político-militar. Por otra parte, la visión tradicional se ha empeñado en agrupar las opiniones políticas de las primeras décadas de la República dentro de la dicotomía partidista de liberales y conservadores, definida más tarde. Los liberales en el mundo hispánico, en su mayoría unitarios, se habían dividido en exaltados y moderados; en México se convirtieron en federalistas y centralistas, éstos no necesariamente conservadores, pues hubo centralistas liberales. Además hubo federalistas que abogaron por un centralismo de transición para fortalecer al nuevo Estado. En la visión simplista, una vez calificados de conservadores los centralistas, se asume que el ejército y la Iglesia debían ser sus sostenedores, a pesar de las evidencias de que no eran grupos monolíticos. Aunque la política fue el ejercicio de pequeños grupos de propietarios o profesionales, no hay que olvidar que las comunidades se habían familiarizado con el uso de las armas y probado su poder en los movimientos insurgentes, por lo que seguirían desempeñando un papel importante durante gran parte del siglo XIX. Aunque el gobierno federal no siempre pudo asumir el papel de árbitro que había desempeñado el gobierno español, en algunas ocasiones le hizo concesiones a las comunidades. De esa manera en 1843 y en 1845, el gobierno nacional aprobó el plan de Juan Álvarez de reunir a los propietarios con representantes de los pueblos indígenas de las zonas sublevadas del sur de México, para estudiar reclamaciones y someterlas a arbitraje.

El regionalismo tuvo un papel importante en la adopción del federalismo, pero lo matizaron las amenazas externas que fomentaron el “nacionalismo” estimulado por la guerra de Independencia. Por otra parte, no se debe descartar que dentro de las provincias-estados también existiera un anticentralismo dirigido a sus capitales, que sin duda colaboraría en 1835 a la institución del centralismo para liberarse de esos controles cercanos, tal como había sucedido en 1821 en Centroamérica, en donde una de las razones para la adhesión de las provincias al Plan de Iguala era librarse de la “tiranía” guatemalteca.

Nuestro intento será tratar de hacer algunas precisiones sobre el federalismo mexicano adoptado en 1824, el carácter que tuvo su aplicación, sus esfuerzos por superar las limitaciones con que había surgido y su inhabilidad para sortear las dos funciones básicas para el control del territorio virtual heredado de la Nueva España, el fiscal y el del orden y defensa. La extensión del voto y de la ciudadanía en 1824, con los desórdenes “populares” de 1829, aumentó la convicción de la necesidad de limitar el ejercicio del voto, lo mismo que las amenazas y la pobreza del gobierno federal frente a la riqueza de algunos estados y al aparente despilfarro de las autoridades municipales convencerían a todos de que había que hacer una reforma constitucional que lo fortaleciera. Esas dos tendencias, junto a los abusos de poder por el Legislativo y el Ejecutivo, más la amenaza de pérdida de Texas, conducirían a intentar la solución centralista en 1835.

Pero es necesario insistir en que el nuevo sistema fracasó en los mismos objetivos. El gobierno centralista no logró “arreglar” la hacienda pública ni disminuir los gastos; los desórdenes se multiplicaron y no se logró asegurar la defensa efectiva de la República. Al final el problema de la República centralista sería el mismo: tampoco contó con los instrumentos de coerción para hacer efectiva su autoridad y conquistar una esfera de acción propia.

UN CONTEXTO CAMBIANTE

Varios elementos contribuyeron a crear una situación compleja en la Nueva España en vísperas de la Independencia. Desde el último tercio del siglo XVIII el establecimiento del régimen de intendencias había inaugurado un nuevo ordenamiento del espacio y de la administración con la creación de las intendencias y las comandancias de las Provincias Internas. Por una parte se uniformaba la administración, “viciada con la variedad de jurisdicciones”, mediante el régimen de intendencias y, por la otra, se creaba un gobierno de excepción para el Septentrión, “debido a las muy especiales circunstancias en que se encontraba esa región”.4 Esta reforma sufriría diversos ajustes y un nuevo cambio con la aplicación de la Constitución española de 1812, que instauraba ayuntamientos en toda población de más de mil almas y siete diputaciones provinciales, que participarían en la administración. Las amplias facultades del virrey, reducidas con la reforma de las intendencias y reconstruida más tarde, quedaban circunscritas ahora a la jefatura política de la provincia de la Nueva España.

Todos estos cambios en un tiempo reducido provocaron la desarticulación en la administración, que se incrementaría con la fragmentación provocada por la lucha insurgente5 y por la suspensión del orden constitucional español en 1814 y su restauración en 1820.

El malestar generado explica la facilidad con que Agustín de Iturbide logró una amplia coalición en 1821 para efectuar la consumación de la Independencia. De esa manera Iturbide se convirtió en el único líder nacional entre 1821 y 18546 que logró conjugar intereses heterogéneos: alto y bajo clero, ejército realista e insurgente, grupo empresarial y comercial, y comunidades cansadas de los excesos de los insurgentes y realistas. Las intendencias centroamericanas que formaban la Capitanía de Guatemala también se adhirieron al Plan de Iguala y con ello al Imperio.

Mas a lo largo de 1822, el rechazo de los Tratados de Córdoba por las Cortes le enajenaría a parte del alto clero y a los “borbonistas”. Ascensos y distribución de las comandancias generales producirían malestar entre realistas e insurgentes y estimularían aspiraciones de poder. Pero tal vez un punto esencial que removió la tensión entre las provincias y el centro, lo iba a constituir el intento imperial de establecer impuestos directos y verse forzado a imponer préstamos forzosos. Éstos recordaban las exacciones sufridas por todos los grupos durante las guerras borbónicas y la contrarrevolución de Independencia.7 A pesar de la penuria hacendaria, se habían rebajado o suprimido viejos impuestos, pero no fue suficiente para satisfacer la convicción general de que la independencia significaba la liberación total de éstos.

El carácter corporativo de las elecciones de 1822 hizo temer a las élites provinciales, y seguramente hasta a las comunidades, que volverían a quedar bajo la tiranía del centro. A ello se sumó el enfrentamiento entre el Congreso constituyente y el emperador, quien terminó por disolverlo y sustituirlo por una Junta Nacional Instituyente. El descontento sería capitalizado por sus generales, con apoyo de las diputaciones provinciales, representantes de las élites regionales. Así el Plan de Casa Mata (febrero de 1823) conjugaba tensiones sociales y regionales en sus peticiones: la reinstalación inmediata del Congreso pero para convocar otro.

Uno de los problemas de fondo había sido la titularidad de la soberanía, pues mientras el Congreso “se empeñaba” en asumir la soberanía,8 Iturbide insistía en que le correspondía por voluntad nacional. Por ello el artículo 1 del Plan de Casa Mata reiteró que “la soberanía reside esencialmente en la nación”.

El emperador restauró el Congreso, pero las provincias lo consideraron sólo convocante y un grupo importante de generales y de diputaciones le negaron obediencia tanto al emperador como al Congreso. Iturbide abdicó, pero el Congreso se negó a ser sustituido y se limitó a anular el Plan de Iguala y los Tratados de Córdoba para que el país adoptara la forma de gobierno que más le conviniera.9 La cuestión de la soberanía quedó pendiente, lo que creó un vacío de poder que permitió a las diputaciones tener un papel creciente. Las diputaciones coligieron que por el desconocimiento español de los Tratados de Córdoba y la ilegalidad del Imperio, la soberanía había revertido al pueblo, del que eran representantes.10 Al decir de Prisciliano Sánchez:


Las diputaciones provinciales que desde el grito dado en Casa Mata y en virtud de la revolución, tomaron por necesidad y conveniencia pública para hacer la salud de la patria (ley superior a todas las escritas) un carácter distinto de aquél con que se hallaban investidas.11



El papel creciente de las diputaciones en las provincias estratégicas contó con el apoyo de los comandantes militares nombrados por Iturbide, algunos por oportunismo y otros, como en el caso de Luis Quintanar y Anastasio Bustamante, por iturbidismo. De manera que los dos órganos importantes, el civil provincial y el militar regional, desobedecieron a la “representación nacional”. Los generales que habían patrocinado el Plan de Casa Mata se concentraron en Puebla, desde donde el 10 de marzo convocaron a las provincias a enviar dos delegados para formar un gobierno provisional. Unos días después, Michoacán hizo un llamado semejante, pero lo canceló al enterarse de la convocatoria poblana. El Congreso hizo un esfuerzo por llegar a un acuerdo con los representantes atrincherados en Puebla, pero éstos exigieron el cumplimiento de la cláusula que exigía la convocación de un nuevo congreso.

No obstante, si exceptuamos el caso de Guatemala, no había ánimo de fragmentación. Chiapas, que había formado parte de esa Capitanía, intentó constituir una confederación e invitó a Yucatán y Oaxaca, sin éxito. Las tendencias autonomistas, con intentos de coalición de defensa, predominaron tanto en las Provincias Internas como en el Bajío, Guadalajara, Zacatecas y San Luis. A mediados de 1823 muchas provincias se habían constituido en estados y Oaxaca, Yucatán, Jalisco y Zacatecas habían convocado a elecciones para legislaturas constituyentes y formado milicias para defenderse de los poderes centrales. Pero privaba una confusión hasta en el sentido que tendría la convocatoria.12

Mientras las provincias se constituían en estados libres, independientes y soberanos, el Congreso nombró un Ejecutivo provisional en mayo. Los generales que formaron el triunvirato ejecutivo simbolizaban un cambio de fuerzas. En contraste con el iturbidismo que había privilegiado a los realistas, ahora de sus tres propietarios y tres suplentes, sólo uno era realista.13

Era natural que la provincia de Jalisco que había constituido el reino de la Nueva Galicia y el asiento de la Audiencia de Guadalajara fuera la más radical y cuna desde 1821 de publicaciones federalistas.14 El jefe político que era iturbidista se convirtió en el campeón del federalismo de Jalisco y, en busca de legitimación, convocó a los ayuntamientos para que suscribieran actas en apoyo del sistema federal,15 preparando la defensa.16 El 5 de junio, la diputación le aclaró al ministro de Relaciones, Lucas Alamán, que “no había ley, tratado ni compromiso que obligara depender a las provincias del centro”.17

A pesar de que Yucatán había establecido su gobierno, la posición más radical era la de Guadalajara. El 16 de junio de 1823, su diputación concluía el Plan de Gobierno Provisional y el 21, un Manifiesto declaraba constituido el estado libre y soberano de Xalisco, que serviría de modelo para otras provincias.

Como Zacatecas dependía judicial y comercialmente de Guadalajara, sus ligas con Jalisco eran estrechas, por lo que la actitud de su diputación fue semejante, aunque más ponderada. A diferencia de Guadalajara, que al erigirse en estado libre, independiente y soberano sólo reconocía una relación de hermandad y confederación con los otros estados, cuando la diputación zacatecana declaró constituido el estado libre, federado y “soberano de sí mismo” el 17 de julio, subrayó la importancia del bien general y el deseo de no dañar la unidad. Hubo otras divergencias. Jalisco optó por un gobernador y Zacatecas por una junta de tres individuos que incluía al comandante militar18 y convocó su congreso constituyente. En una comunicación al gobierno central expresó la convicción de que sólo la federación lograría “el bien de la patria”, al conciliar el interés “particular de las provincias con el general de la nación”, por lo que aceptaría órdenes encaminadas al bien general, pero no las contrarias a sus intereses, declarando su decisión de que si no se convocaba un nuevo congreso se federaría con los otros estados.19 Es de interés destacar que el primer Congreso estatal, reunido el 19 de octubre, aplicó el principio de autonomía regional no sólo de la autoridad del centro, sino también de toda dependencia de Guadalajara. Así denunció el control del Tribunal de Minería de México y también el de Guadalajara en asuntos de justicia y comercio, creando de inmediato sus propias instituciones y reclamando la porción de diezmos que le correspondía.20

El Congreso ordenó al Supremo Poder Ejecutivo evitar el establecimiento de gobiernos provinciales al tiempo que para calmar los ánimos ampliaba las facultades de las diputaciones provinciales y elaboraba un Plan de la Constitución Política de la Nación Mexicana, que Carlos María de Bustamante describiría como de “república federal regulada”.21 Mas las noticias del interior se impusieron y los diputados se convencieron de la inevitabilidad de hacer la convocatoria para un nuevo congreso.

El gobierno, por su parte, había movilizado al ejército al mando de dos de los triunviros, Bravo y Negrete. El primero se mostró conciliador; Negrete, astuto; aprovechó su ascendiente sobre los jefes militares de la región para promover la separación de Colima. Bravo, convencido del inconveniente de un enfrentamiento, entabló conversaciones que produjeron un primer compromiso: el gobierno aceptaba el federalismo y Jalisco y Zacatecas se comprometieron a contribuir con los gastos de la nación (14 de agosto de 1823). El convenio tranquilizó los ánimos, pero como el gobierno no lo ratificó, Jalisco se declaró en abierta rebeldía. Bravo se vio obligado a reemprender la ofensiva al año siguiente. Para entonces, sólo el ejército situado en Jalisco estaba dispuesto a enfrentarse al centro, pues era evidente que la mayor parte del ejército apoyaba al gobierno nacional. Esto permitió someter a los generales reunidos en Puebla con la cooperación del cabildo eclesiástico; en esa forma se consolidó la unión.

EL CONGRESO CONSTITUYENTE Y LA CONSTITUCIÓN DE 1824

De acuerdo con la exigencia provincial, la convocatoria para las elecciones se hizo bajo los principios gaditanos, pero atendiendo la petición de que los diputados se eligieran con base en la población, aunque representando a la nación entera. La proporcionalidad aseguró una preponderancia de las provincias centrales, México (21) y Puebla (14), frente a las federalistas, Jalisco (9), Guanajuato (8), Yucatán (5) y Zacatecas (4). El resultado unionista estaba asegurado.

El Congreso se instaló el 7 de noviembre de 1823 y a diferencia de su antecesor se apresuró a redactar el Acta Constitutiva. Aunque se aceptó el federalismo, todavía se provocó una polémica y sus enemigos lograron que la definición de nación mexicana desconociera la existencia de los estados establecidos, al declararla constituida por las provincias de la Nueva España, la Capitanía de Yucatán y las comandancias de las Provincias Internas; de esa manera la nación asumía la soberanía, pero la compartía con estados libres, soberanos e independientes en lo que exclusivamente tocara a su administración y gobierno interior. No había un solo concepto de nación, pues mientras para Ramos Arizpe, la nación la constituían el territorio y los habitantes, para la mayoría era la “reunión de los habitantes”,22 tal y como se expresaría en casi todas las constituciones estatales, aunque Jalisco, Tamaulipas, Michoacán y el Estado de Occidente se limitaron a enumerar los distritos que los constituían.23

El fondo de la cuestión continuó siendo la titularidad de la soberanía. El federalista fray Servando expresó su temor de que el reconocimiento de la soberanía de los estados aumentara la anarquía que se notaba en la nación y la debilitara ante el amago de la Santa Alianza.24 El diputado de Jalisco, Juan de Dios Cañedo, que se consideraba representante de su estado, como lo habían sido los de los estados ante la Confederación de los Estados Unidos, denunciaba el uso de nación como contradictorio de federación e insistía en la concepción tradicional de la indivisibilidad de la soberanía. Para él, no había duda de que la titularidad de la soberanía pertenecía a los estados, que delegaban ciertos atributos a la federación, a la manera que lo había hecho la confederación norteamericana.25 Barragán hace el análisis de esta polémica y concluye que la aceptación final de la soberanía compartida en la Constitución de 1824 no fue una copia de la Constitución norteamericana, sino el resultado de un verdadero compromiso entre las diversas opiniones.

El Acta constituyó la federación mexicana e hizo una reorganización del espacio en la que se reconocían algunos de los estados que se habían constituido, al tiempo que creaba otros. De esa manera las 12 intendencias y tres gobiernos que existían en el momento de la consumación de la Independencia se convirtieron en 17 estados26 y dos territorios.27 En el curso del debate constitucional, se haría un nuevo ajuste espacial. Ramos Arizpe y Alamán favorecían la formación de estados grandes, pero la tendencia era hacia la fragmentación, y la Constitución de 1824 reconoció 20 estados, cuatro territorios28 y un Distrito Federal.

Sabemos por la propia introducción de la Constitución, que la ley suprema del vecino del norte sirvió de modelo, pero como muestra el análisis que hace Barragán, la influencia gaditana fue importante. Los antifederalistas combatieron el federalismo con el argumento de que si bien en el caso del norte había unido lo desunido, en México haría lo contrario. El argumento era dudoso, pues aunque el virreinato había funcionado con eficacia, a pesar de la falta de administración que ha hecho notar Marcello Carmagnani,29 desde la caída de Iturbide había quedado reducido al reconocimiento de una unidad histórica.

El federalismo mexicano no era una simple copia del norteamericano, puesto que el gobierno federal no gobernaría a ciudadanos, sino a estados. El resultado era acorde con el contexto en que habían surgido las constituciones de los dos países. En la Convención de Estados Unidos de 1787 no existía desconfianza hacia un centro que no existía y que todos reconocían necesario; lo que existía era el temor de los estados pequeños de ser tiranizados por los grandes. Después de experimentar la confederación, era ostensible su fracaso, lo que hacía más fácil constituir un gobierno efectivo.30 Así, la Constitución norteamericana aprobó que la federación cobrara impuestos a los individuos, lo que la liberaba de la dependencia de un contingente estatal. En México, la tensión entre las regiones y el centro hizo que se aceptara el unitarismo gubernamental, pero con un gobierno federal debilitado, que convertía el acuerdo en pacto. La ley de agosto de 1824 redujo los ingresos del Estado federal al producto de las aduanas, una parte de los diezmos que había correspondido al rey, los monopolios del tabaco, pólvora, sal, correo, lotería y bienes nacionales, más una cantidad que se fijaría a cada estado de acuerdo con su riqueza llamada “contingente”, que sólo se pagó durante el momento de los buenos sentimientos, pero que después se pagaría con gran irregularidad. De esa manera, como ve claramente Carmagnani, “la relación que se establece entre la federación y los estados asume la forma de un pacto, regulado jurídicamente que parece sancionar el acuerdo de naturaleza social y política establecido entre los grupos regionales”.31 De este acuerdo fiscal resultó una soberanía menoscabada de la federación, y hacia 1830, era claro el contraste entre la situación próspera de algunos estados y una federación endeudada, que había empezado a hipotecar sus futuras percepciones a cambio de préstamos usurarios para pagar las nóminas.

Otro decreto del 24 de agosto de 1824 dejó también en manos de los estados la forma de remplazar las bajas del ejército, es decir, de proporcionar el contingente de sangre, lo que le impuso a la federación una limitación semejante en el aspecto fundamental de la defensa. En la mayoría de los reglamentos estatales de remplazos para el ejército, se fijaron como sujetos de remplazo a los “viciosos, vagos y malentretenidos”, que debían ser arrestados por los ayuntamientos en colaboración con el comandante estatal. A esta dependencia de la federación, a cuyo cargo quedaba la defensa de un territorio tan enorme, se agregó el que sólo el ejército permanente quedara bajo el control federal. La milicia cívica de los estados, que alistaba ciudadanos comunes y que en Estados Unidos quedaba bajo el mando del Ejecutivo “cuando… estuviere al servicio activo”, aunque el Congreso federal podía reglamentarla, quedó al mando de los gobernadores. Dadas las constantes amenazas externas, esta limitación que le fijaba la Constitución mexicana resultó importante y representó una debilidad del gobierno federal. Sin duda Alexis de Tocqueville tenía razón al afirmar que México había copiado la forma, pero no el espíritu.32

Tanto la Constitución de 1824 como las constituciones estatales establecieron la supremacía del Legislativo y consideraron a los otros poderes como sus agentes. La Constitución de Puebla lo estableció claramente: “el supremo poder del estado reside en su Congreso. Este poder se divide para su ejercicio en legislativo, ejecutivo y judicial”.33 La elección del Ejecutivo federal quedó en manos de las legislaturas de los estados, a diferencia del método norteamericano que la dejó en manos de un colegio electoral que no tenía más función que ésa. En la elección de los gobernadores hubo una gran variedad: en algunos casos la llevaron a cabo los ayuntamientos, en la mayoría de las ocasiones las legislaturas, y en otras, juntas electorales.

En la Constitución de 1824 no se mencionaron directamente los derechos a la manera de la declaración contenida en las enmiendas a la Constitución norteamericana de 1789. En las constituciones estatales se garantizaron los derechos de igualdad, seguridad, libertad de imprenta y propiedad. El derecho de igualdad se relacionó sobre todo con el de los ciudadanos ante la ley, pero manteniéndose los fueros militar y eclesiástico. No obstante, los resabios de Cádiz expresaban un empeño por limitar la acción del ejército permanente en los estados y por someter a la Iglesia a la soberanía estatal.

Los ayuntamientos fueron reglamentados por las constituciones estatales y no todas mantuvieron la disposición gaditana que los estatuía en toda población de 1 000 habitantes, ya que algunos no fijaron límite o señalaron 2000, 3000, 4000 o las cabeceras de partido. Los ayuntamientos siguieron siendo la representación de la comunidad y elegidos popularmente, pero variaron las atribuciones que las constituciones les otorgaron. La de Zacatecas de 1825, por ejemplo, asignó a los ayuntamientos un papel en la elección del gobernador y permitió que se constituyeran en el instrumento para que los ciudadanos opinaran sobre las leyes; en general, mantuvieron una función en las elecciones.

La Constitución no solucionó puntos importantes: las relaciones entre el gobierno federal y los estados, y entre aquél y las dos corporaciones importantes, el ejército y la Iglesia. El federalismo mexicano se definía de manera opuesta al norteamericano, que subrayaba la unión frente al republicanismo o jeffersonismo que defendía la soberanía de los estados, y que había mantenido un tinte confederalista, por lo que al enfrentarse a la práctica, se interpretaría de diversas maneras por los diferentes estados. Los del centro (México, Puebla, Querétaro, Guanajuato, Veracruz, Michoacán), los más habitados, sostenían un unionismo descentralizador. El mismo Estado de México, cuyos políticos favorecían el centralismo, al sufrir la pérdida de la ciudad de México para la fundación del Distrito Federal, utilizó argumentos federalistas para defender sus derechos. Sin embargo, para 1835 se había constituido en campeón del centralismo, viéndose recompensado con la devolución de la capital y la anexión del territorio de Tlaxcala. Otros consideraron al federalismo como verdadero confederalismo. Dentro de esta corriente también hubo matices; Zacatecas, Coahuila, Durango, Chihuahua, San Luis Potosí y Nuevo León se mostraron confederalistas moderados; Yucatán, Sonora, Baja California y tal vez Tamaulipas, radicales.

Dentro del contexto de los acontecimientos, resultó milagroso que se consolidara el compromiso federal en 1824 y que Chiapas se decidiera a anexarse. Los estados tuvieron que abstenerse de enfrentarse a un centro que contaba con el apoyo de la mayoría del ejército. El ejército del gobierno central ocupó Guadalajara, acción que facilitó que las disidencias de Oaxaca y Yucatán se solucionaran de manera pacífica. Pero sin duda, la amenaza española que se expresaba en la ocupación de San Juan de Ulúa fortaleció un sentido de unidad nacional, lo que permitió que, a pesar del autonomismo regional, todos los estados expresaran la voluntad de mantener la unión. Ésta resistiría diversas pruebas, a pesar de que el territorio procedía de dos audiencias, dos gobiernos autónomos, diversas intendencias y una Capitanía general. Es posible que el hecho de que en el Supremo Poder Ejecutivo estuvieran representados diversos estados (Victoria era de Veracruz, Bravo y Guerrero del sur de México, Michelena de Michoacán y Domínguez de Querétaro), haya favorecido la causa del centro. También la fortaleció el eficiente desempeño del Ejecutivo, que se multiplicó para mantener el orden interior y arrojar a los españoles de San Juan de Ulúa. El siempre subrayado separatismo yucateco y el secesionismo del Norte no parecen ser otra cosa que expresiones de una concepción radical del federalismo.

DE LA TEORÍA A LA PRÁCTICA

Al independizarse, México no contaba con un grupo naturalmente destinado a gobernar. La Iglesia y el ejército estaban divididos y a pesar de la preeminencia alcanzada por el último, los aspirantes a su liderazgo se multiplicaban, sin lograr imponerse nacionalmente. En este contexto el funcionamiento del nuevo sistema gubernamental se complicó. La implantación de la ciudadanía en 1812 permitió la manipulación de amplios sectores. Por otro lado, la difusión de nuevas ideas jusnaturalistas influyó en un cambio en los conceptos de libertad y representación. Periódicos, folletos, discursos cívicos, catecismos políticos y actividades de las sociedades patrióticas de amigos del país propagaron toda una nueva concepción de soberanía, libertad y derechos, no sólo en las élites, sino aun en los poblados apartados. Y a pesar de la adopción de un régimen representativo popular, con objetivos anticorporativos que pregonaban la igualdad ante la ley, grandes sectores de la población quedaron excluidos de los procesos políticos, y sus aspiraciones se expresarían en movimientos populares que no serían acallados en todo el periodo. En las adhesiones a los planes políticos, las poblaciones pequeñas muchas veces introdujeron sus agravios concretos. A su vez, el populacho de la ciudad de México sería utilizado por políticos que conocían la organización casi celular de los empleados de limpieza, alumbrado y otros servicios. Tal sucedería durante los excesos de 1829 en la toma de la Acordada y el saqueo del Parián que generarían, en los políticos de casi todas las corrientes, el temor de una guerra de castas, favoreciendo una tendencia hacia la representación censitaria, expresada claramente en los escritos de José María Luis Mora y en el intento de reforma electoral de Alamán en 1830,34 así como en la de reducir los ayuntamientos, sus funciones y la utilización de fondos.

El ejército, que al asumir la representación del pueblo en el Plan de Iguala se había constituido en garante de la Independencia y, más tarde, con el apoyo de los poderes territoriales en el de la federación, en Casa Mata actuaría como árbitro del “orden” o de la “voluntad” nacional. Como todos los candidatos a la presidencia eran generales, los personalismos se sumaron a la división entre insurgentes y realistas. Entre 1824 y 1829 prevaleció la supremacía que favorecía a los insurgentes, que lograron ascensos, reconocimiento de grados concedidos durante la guerra insurgente y hasta consolidar el 16 de septiembre como fecha nacional.

El ejército profesional en realidad estaba en manos de peninsulares. Los criollos procedían de las milicias provinciales organizadas por Félix María Calleja para enfrentar a la insurgencia. Iturbide se empeñó en asegurar la permanencia de los españoles, con la garantía de la unión, pero en 1824 se empezaron a oír voces que pedían su expulsión, aprovechadas por la logia yorkina para desafiar a los escoceses que la resistían y que lograron convertirla en ley en 1828 y 1829. La expulsión significó un fuerte golpe al ejército profesional, que la administración de 1830-1832 se empeñó en contrarrestar profesionalizando al ejército restante. José Antonio Facio creó cuerpos especiales, pero no llegó a completar su intento por el movimiento de 1832, verdadero golpe de gracia a la corporación, pues en el enfrentamiento entre la milicia y el ejército en Gallinero, según Alamán, perecieron gran parte de los oficiales profesionales y también lo más granado de las milicias zacatecanas, potosinas y veracruzanas. Desde ese momento hasta 1853 se buscaría por lo menos disciplinarlo, permitiéndose el retorno de algunos oficiales españoles. En 1845 Paredes y Arrillaga lograría toda clase de recursos para su ejército de reserva a fin de armar, vestir y disciplinar un ejército de 8000 hombres, que utilizó no para combatir a los norteamericanos, sino para tomar el poder en 1846, desvertebrándolo más tarde para su seguridad.

Las 17 comandancias generales se convirtieron en una nueva forma de organización del espacio y los polos de poder, con los consiguientes conflictos. Las comandancias estaban bajo el control del Ejecutivo, pero tenían bastante autonomía, convertida en verdadera descentralización durante el centralismo. Su organización piramidal permitió al gobierno nacional utilizarlas para manipular el apoyo o el control de elecciones, lo que generó tensiones con las autoridades locales. En ocasiones los comandantes generales se identificaron con los intereses locales y utilizaron el puesto de trampolín al poder nacional o para chantajearlo. El ejército fue instrumento de violación de la autonomía estatal o de abusos. En 1831, las arbitrariedades del comandante Ignacio Inclán, en Jalisco, obligaron a las autoridades estatales a trasladar la capital a Lagos e iniciar una coalición con otros estados centro-norteños para defender el orden federal.

El legado gaditano había dejado el monopolio de la fuerza militar en manos del ejército permanente, dependiente del gobierno nacional y el papel de policía en manos de la milicia cívica, controlada por los estados, cuyo servicio era temporal y su organización democrática. Pero los pronunciamientos harían que a partir de 1830 el ejército se comprometiera más con el orden interior que con la defensa nacional, que hasta 1829 había cumplido. No sólo había expulsado a los españoles de San Juan de Ulúa, sino resistido con éxito el intento de reconquista.

Todo intento de someter el ejército a la autoridad civil (en 1834 y 1836) fracasó, ya que el gobierno nacional fue incapaz de controlarlo. Tres comandancias en especial se convirtieron en polos de tensión con el poder central: Veracruz, Guadalajara y San Luis Potosí, puntos de partida de los movimientos triunfantes encabezados por Anastasio Bustamante, Antonio López de Santa Anna y Mariano Paredes y Arrillaga. Es de notar que el general Gabriel Valencia que utilizó la ciudad de México como centro de operaciones en sus intentos por asaltar el poder, fracasó. A pesar de que la ciudad de México era residencia de los poderes, Santa Anna se daba el lujo de abandonarla sin temor, pues el dominio de Veracruz le permitía estrangular casi todo intento en su contra. Además, aunque los movimientos se iniciaban fuera, se decidían en el centro, es decir, por la adhesión de las tropas estacionadas en la Ciudadela de la capital.

La Iglesia, el poder regulador durante gran parte de la Colonia, entró en la vida independiente muy debilitada. Su organización también era jerárquica, pero ahora dependía de un gobierno extranjero, lo que la haría vulnerable ante los nuevos conceptos de soberanía. Como organizadora original del espacio novohispano, sus 10 diócesis habían dejado de coincidir con la organización espacial desde las reformas de 1786. Su división no respondía a la organización que la Constitución de 1824 hizo del espacio de la República y tampoco era idónea para cumplir con los servicios religiosos en muchas zonas apartadas. Esto provocó una constante solicitud de nuevas diócesis. Desde antes de la Independencia, el Vaticano había aprobado la erección de las de Santa Fe, Tlapa y Veracruz, pero no llegaron a establecerse. Entre las causas de tensión entre los gobiernos y la Iglesia estuvieron el ejercicio del Patronato, que los estados y la federación reclamaban para sí; la necesidad de cubrir curatos y jerarquías vacantes, y la distribución y cobro de los diezmos, puesto que la parte que tradicionalmente recibía el rey se dividió entre los estados y la federación. Dado que muchos estados quedaban bajo la jurisdicción de varias diócesis (Veracruz, por ejemplo, entre la arquidiócesis de México y la diócesis de Puebla; San Luis Potosí, entre los obispados de Michoacán y Guadalajara y la arquidiócesis de México), el cobro y la distribución dieron lugar a múltiples problemas. Entre el Estado de México y la federación también hubo un forcejeo por la adjudicación del sueldo del arzobispo y de los salarios de las sedes vacantes. Mas la controversia esencial se centraría en el intento del régimen federal de solucionar sus problemas hacendarios mediante la venta de los bienes de la Iglesia, llegándose a discutir su subasta en 1834. La Iglesia no contó ni con la fuerza ni con la unidad para defender eficientemente sus intereses, limitándose a representar, por los canales apropiados, el intento de las autoridades civiles de decidir la ocupación de los curatos vacantes en 1833. Iba a ser el ejército el que utilizaría el tema religioso para lograr el apoyo popular contra los embates reformistas que afectaban sus intereses.

A diferencia de estos dos grupos, las élites provinciales se habían amalgamado con la creación de las diputaciones. Muchos de los personajes que habían actuado en los viejos ayuntamientos de las capitales pasaron a servir en la nueva institución y aprovecharon toda oportunidad para extender sus facultades al servicio de sus tradicionales aspiraciones de autonomía, logrando muchas veces el apoyo de los comandantes de las provincias, ya fuera por la popularización de las ideas del liberalismo gaditano o por oportunismo. Esto explica el compromiso a que se llegó en la Constitución de 1824, que permitía la posibilidad de coalición de estados aunque con permiso del Congreso.35 Esta cláusula fue la que permitió que Jalisco hiciera un Plan de Coalición en 1833 para formar nada menos que un ejército.36 Enmendado por Zacatecas se señalaron como fines el “afianzar el sistema republicano” y “controlar los factores de la revolución que atentan contra el sistema de libertad y federación”.37 La coalición fue autorizada por el Congreso el 22 de enero de 1834.38

Los intereses de las élites estatales no se desarrollaron en forma pareja y sufrirían reajustes cuando probaran ser contrapuestos; así, por ejemplo, los productores de algodón de Veracruz se opondrían a los de los industriales de Puebla. A veces los intereses de la élite de un mismo estado se dividían y el asunto resultaba de mayor gravedad. En Zacatecas, los proyectos del gobernador Francisco García para desarrollar la minería causaron malestar en los hacendados, pero su habilidad política logró neutralizarlo. Los intereses comerciales también sufrieron una transformación con la apertura y la instalación de casas extranjeras. Británicos y prusianos dominarían el comercio al mayoreo y españoles y franceses el de menudeo, resistiendo la prohibición que existía para su ejercicio. Aunque la ley dio a los extranjeros con propiedades derecho de ciudadanía, éstos prefirieron mantener la suya por los privilegios que conllevaba: no ser sujetos a préstamos forzosos y otras cargas como servir en la milicia, además de poder hacer reclamaciones por vía diplomática. De esa manera, los mexicanos comerciantes “desalentados por esta preferencia, se desaniman de emprender, o lo hacen poniendo sus empresas bajo el nombre de aquéllos”.39 A partir de 1829, estos consorcios irían descubriendo un negocio más ganancioso: los préstamos usurarios al gobierno federal, que los convertirían en un grupo de presión fundamental que no dudaría en asociarse con el ejército para quitar gobiernos indeseables por su política fiscal, como en 1841 y 1845.

Ese contexto explica el llamado del Congreso constituyente en 1824, ante las


…dificultades que tiene que vencer la nación para plantear un sistema a la verdad muy complicado… El Congreso… espera igualmente del patriotismo y actividad de las autoridades y corporaciones de la federación, como de las particulares de los estados, que empeñarán todos sus arbitrios para establecer y consolidar nuestras nacientes instituciones.40



El federalismo, como el Imperio, se inició con buenos augurios. El general Guadalupe Victoria fue electo presidente por gran mayoría, con Bravo como vicepresidente. Poco después de la inauguración de su gobierno, el país lograba del reconocimiento británico, fundamental para hacer contrapeso a la amenaza española y a la Santa Alianza. Sin embargo, de inmediato se enfrentó al gran reto de los gobiernos nacionales: la hacienda. La herencia de una gran deuda pública, arcas vacías y desorganización de los mecanismos de recolección de impuestos obligó a cifrar las esperanzas en los préstamos extranjeros. Y Victoria tuvo más suerte que Iturbide, pues los empréstitos ingleses llegaron en rescate del sistema, permitiendo pagar salarios y comprar las armas y naves para expulsar a los españoles de San Juan de Ulúa.

Pero antes de terminar el primer gobierno, la hacienda recuperaba su lugar como dolor de cabeza del gobierno federal, el cual no tuvo otro remedio que empezar a empeñar los productos futuros de las aduanas para recibir algo de dinero fresco. Ante los apuros del intento de reconquista, un decreto aprobó que los estados pagaran como contingente 30% de sus rentas públicas, lo que por supuesto quedó en letra muerta. El intento de recabar impuestos directos, como el de Zavala en 1829, dio lugar a su salida inmediata del Ministerio. La fama de la administración de Alamán por ordenar las cuentas en realidad también se financió con préstamos onerosos, por lo que los reformistas de 1833-1834 no discurrirían ningún otro arbitrio que subastar los bienes del clero para solucionar el problema. Algunos estados tuvieron más éxito, en especial Zacatecas, pero contribuyeron al desorden, ya que a pesar de las buenas intenciones iniciales, unos abolieron las alcabalas interiores y otros las mantuvieron, y la mayoría logró un cobro muy irregular de los diezmos, de tal manera que cuando se abolieron, en realidad habían declinado notablemente. La República centralista optaría por los impuestos directos. En 1836 se establecieron impuestos directos sobre la propiedad urbana y rural y sobre el comercio. En 1839 se decretó un impuesto de 15% sobre el consumo de artículos extranjeros, que provocaría un repudio general y que movería a los comerciantes extranjeros a conspirar para que se viniera abajo el gobierno de Bustamante, el cual había fracasado en su empeño por abolirlo. En 1842 se intentó un impuesto general o capitación, causa de movimientos populares que obligaron a su parcial anulación. El resultado fue insuficiente, pues la deuda pública se había acumulado a tal grado que su obligado servicio en pago de intereses sometió al Estado al círculo vicioso de seguirse endeudando para cubrirlos.

Las elecciones no eran secretas, sino “cantadas”. Se leía la lista de electores, acordada previamente, y por lo general incompleta. Se votaba abiertamente, lo que permitía intimar a los votantes. Los miembros del gobierno y de la oposición se movilizaban para enviar los nombres de su preferencia; los primeros se dirigían a los comandantes y en algunas ocasiones a los obispos. Los segundos contaban con una extensa red de simpatizantes que preparaban la elección de sus miembros. Podría pensarse que el gobierno dominaba las elecciones, pero no era así, pues aun durante la dictadura de Santa Anna en 1842, los federalistas lograron elegir a sus candidatos, por eso siempre se imponían los compromisos en el Congreso.

Apenas instalado el gobierno federal, resultó obvio que las facultades del Ejecutivo eran insuficientes para “sostener el sistema” y el 23 de diciembre de 1824 el Congreso aprobó que el gobierno ejerciera las facultades “extraconstitucionales” que concedía la Constitución en circunstancias especiales, en este caso para conservar el orden y la ley. Estas facultades se mantuvieron durante parte de la primera presidencia y se concedieron a las siguientes en diversas modalidades. El caso fue imitado por “todas las legislaturas de los Estados [que] concedieron amplias facultades a los gobernadores”.41 No obstante, sólo a dos de los ejecutivos se les acusaría de abuso de autoridad: al general Guerrero y al vicepresidente Valentín Gómez Farías. En este último caso, el abuso de poder invadió la jurisdicción del Judicial y estuvo avalado por el Legislativo. A Antonio López de Santa Anna se le acusó de la disolución del Congreso en 1834, aprovechando una falla de procedimiento según el cual este órgano pretendía reunirse en sesiones extraordinarias sin atender a las limitaciones de la ley, por lo que logró convencer a la mayoría de los estados que lo hacía para salvar la legalidad. El abuso de las facultades extraordinarias durante la República federal sería utilizado por el centralismo de las Siete Leyes para negárselas a Bustamante, incluso en el caso justificado de la guerra con Francia en 1838.

El Legislativo se constituyó en poder predominante que se identificaba con el pueblo y que casi puso en práctica un asambleísmo. No tardó en verse presa del faccionalismo yorkino y escocés, causa de males incalculables, que prácticamente disolvería su influencia. En las legislaturas de los estados sucedería algo semejante, porque las logias masónicas organizaron redes eficientes de comunicación mediante las cuales los yorkinos desestabilizarían el país al no admitir la sucesión pacífica de la primera magistratura. Esto determinó que los “hombres de bien” apoyaran el uso de la fuerza para “volver” a la constitucionalidad en 1830, movimiento aplaudido por todos, pero que perdió el apoyo en 1832 y fue desplazado por el movimiento más violento antes del de Ayutla.

Aunque no es frecuente oír acusaciones sobre los abusos del Legislativo, tal vez los que cometió hayan sido de mayor magnitud. Durante la primera sucesión presidencial, Gómez Pedraza obtuvo la mayoría de los votos de las legislaturas, pero renunció bajo la presión de un pronunciamiento de Santa Anna y los desórdenes provocados por el gobernador del Estado de México en la capital. El caso no estaba previsto en la Constitución, pero el Congreso anuló la elección y cedió al clamor “popular”, declarando presidente a Vicente Guerrero y vicepresidente a Anastasio Bustamante. Guerrero gobernó durante 1829, pero fue desconocido por un movimiento “para salvar a la federación” del primer pronunciamiento centralista y fue sustituido por el vicepresidente. Se pretendía recuperar la legitimidad, lo cual era imposible pues la elección de Bustamante adolecía de la misma ilegalidad que la de Guerrero. No obstante, el Congreso legalizó el golpe de Estado y declaró a Guerrero imposibilitado para gobernar la República.42 En 1833, una legislatura ultra radical, coludida con el Ejecutivo —Santa Anna y Gómez Farías—, invadió el área judicial al decretar una ley que proscribía de la República a una lista de ciudadanos y a todos lo que estuvieran “en el mismo caso”, sin especificar cuál. Esta ley haría tristemente célebre a Gómez Farías y explica la reacción popular en su contra en 1834. Al año siguiente, el Congreso, “conservador”, elegido como ordinario, se abrogó facultades de constituyente, mediante el dudoso método de considerar como expresión de voluntad popular pronunciamientos y adhesiones a los planes de Toluca y Orizaba.

El Poder Judicial, que había sufrido transformaciones tan profundas desde 1812, sería el más débil, y fue blanco de la intervención de los otros dos, en especial del Legislativo, tanto nacional como estatal, que muchas veces se adjudicó la solución de casos judiciales. El Congreso de 1842 intentó inyectarle fuerza dotándolo de la facultad que ejercía el norteamericano de interpretar la Constitución. Aunque se estableció la Suprema Corte de Justicia y funcionaron jueces de distrito en muchas áreas urbanas, distó de estar realmente organizado. Por eso en pronunciamientos populares siempre se incluyó la queja sobre la justicia y uno de los agravios razonables de Texas en 1833 era la desorganización del Judicial. Como respuesta, el gobierno federal solicitó al estado de Coahuila y Texas una solución, y en 1834 se estableció el trial by jury, el uso del inglés en cuestiones judiciales y se nombró a un angloamericano para encabezar el sistema judicial en el departamento.

Durante la República federal, el gobierno federal y el de los estados se invadieron mutuamente. Con motivo de los desórdenes de 1829, la federación ordenó la entrada del ejército en el territorio de Zacatecas y del Estado de México. Las elecciones del Estado de México a veces fueron intervenidas por la federación y las de ésta, en 1829, fueron violentadas por el gobernador de ese estado, Lorenzo de Zavala. En 1830, el gobierno federal, con base en el artículo 4° del Plan de Jalapa, orquestó un cambio de autoridades estatales, ayuntamientos y legislaturas, anulando las elecciones legales, mecanismo imitado al triunfo del movimiento de 1832.

Todo esto mostraba el deterioro profundo del sistema federal, al cual le darían la puntilla el Congreso radical y Gómez Farías en 1833, con la política de proscripciones, que iba a desprestigiar a dicho órgano. Cuando Santa Anna disolvió el Congreso, es posible que su intento fuera instaurar una dictadura, pero la corriente general favorecía simplemente una reforma del sistema federal, aunque el marasmo político y el separatismo texano hicieron temer la fragmentación, lo que aprovecharon los centralistas para favorecer el cambio.

EL CAMBIO AL CENTRALISMO

En 1830 la guarnición de Campeche se había pronunciado por el establecimiento del centralismo, pero el móvil fue la falta de pago de salarios y la esperanza de que un gobierno nacional que administrara todas las rentas de la nación los regularizaría. Se atribuye a la administración de Bustamante (1830-1832) el haber establecido un centralismo de facto, pero sin duda es una acusación partidarista. Alamán, que funcionaba como eminencia del gobierno, no se hubiera atrevido a desafiar abiertamente la Constitución, a riesgo de perder el apoyo de los poderosos estados federalistas como Zacatecas. Manipuló el sistema para deshacerse de enemigos y favoreció el fortalecimiento del Ejecutivo nacional y el voto censitario, reduciendo el derecho de voto de acuerdo con una renta mínima. Los estados aceptaban la necesidad de una reforma, sólo objetaban que fuera a costa de su autonomía.

Los Convenios de Zavaleta, suscritos por el general vencedor, Santa Anna, el vencido, Bustamante, y el presidente electo en 1828, Gómez Pedraza, que iba a completar cuatro meses del gobierno al que había renunciado, en realidad suplantaban el orden constitucional al anular las elecciones hechas legalmente. El problema iniciado en 1828 con la renuncia de Gómez Pedraza planteaba una serie de cuestiones constitucionales: ¿era renunciable la presidencia?, ¿tenía autoridad la Cámara de Diputados de 1829 para admitir una renuncia al Ejecutivo?, ¿tenía derecho para hacer una nueva elección?, ¿era legítima la elección de Guerrero y Bustamante?43 Muchos consideraron los Convenios de Zavaleta como expresión del ejercicio del derecho de petición a punta de sable, que ganaba así ascensos e imponía gobiernos impopulares (1833-1834). El movimiento militar abrió paso a los radicales a casi todas las legislaturas y al Congreso nacional. Contra lo que se ha dicho, las leyes que levantaron la coacción civil para el cumplimiento de los votos monásticos y el pago de diezmos fueron aceptadas por el clero. Las que provocaron las representaciones eclesiásticas fueron las de la ocupación de curatos vacantes y la erección de una diócesis para cada estado, medidas que los obispos consideraron lesivas de las potestades espirituales de la Iglesia.44 Santa Anna no anuló las reformas, sólo suspendió las más controvertidas,45 mientras las consideraba el Congreso. La coacción para el cobro del diezmo no se abolió porque beneficiaba a todos, grandes y pequeños propietarios, además de que su cobro había declinado en forma constante. Santa Anna aprovechó la protesta popular por el destierro de los obispos desobedientes de los planes de Cuernavaca y Toluca para deshacerse de Gómez Farías y de su grupo. Los gobiernos de San Luis Potosí, Zacatecas, Querétaro, Jalisco y Guanajuato intentaron un nuevo plan de coalición, pero la deserción de Zacatecas permitió que el gobierno federal doblegara a los otros. Al tiempo que Santa Anna exageró sus expresiones federalistas, ofreció a los gobernadores “la cooperación de la fuerza armada” para llevar a cabo las elecciones para el Congreso de 1835,46 ordenando al ejército se abstuviera de toda participación en pronunciamientos centralistas.47

El gobierno no parecía intentar el cambio de sistema político, sino una reforma constitucional que fortaleciera al gobierno nacional. Todos estaban de acuerdo con la necesidad de eliminar la vicepresidencia y extender las facultades del Ejecutivo y las fiscales del gobierno nacional. El ministro José María Gutiérrez de Estrada, que era federalista, consideraba indispensable “arreglar el derecho de petición, de que todos se han creído investidos” y reducir las milicias estatales, “que no sólo arrancaban brazos a la producción, sino que servían para que se consagrara a defender el partidarismo”. Daba como ejemplo el caso de Zacatecas que, con una población de 30000 habitantes, tenía una milicia de 20 000 con 25 piezas de artillería.48 Esto sonó a declaración de guerra y, de inmediato, el Congreso de Zacatecas protestó ante el Congreso general, pero para el 31 de marzo de 1835 se aprobaba el decreto que reducía las milicias estatales. El gobernador de Zacatecas precisó, en una nota al gobierno federal con copia a los estados, que con la nueva ley, la milicia de la ciudad de Zacatecas se reduciría a 41 hombres y la de Fresnillo a 25.49 Gutiérrez de Estrada dirigió una circular a los estados el 7 de abril en que insistía que el decreto no ponía en peligro a la federación y no se podía aceptar que Zacatecas impusiera sus opiniones a todo el país. La resistencia fue mínima, sólo Coahuila, Texas y Zacatecas se negaron a respetar el decreto. Santa Anna solicitó permiso para someter a Zacatecas y el 12 de mayo su capital fue ocupada. Para castigarla se le arrebataron sus más prósperas empresas estatales, además de la Casa de Moneda, convirtiéndose a Aguascalientes en territorio de la federación. El golpe significó la ruina de Zacatecas, que no volvió a levantar cabeza hasta fines de siglo; hubo también un cierto fortalecimiento del gobierno nacional. Aguascalientes venía protestando contra la “tiranía” de Zacatecas. Su ayuntamiento resentía el lugar secundario que ocupaba, que se expresaba en prohibiciones como no permitir que funcionara una sociedad patriótica de amigos del país porque ya existía una en Zacatecas.

Mientras tanto, el Congreso debatía el carácter que tendría su ejercicio y había determinado que lo limitaría el artículo 171 de la Constitución que garantizaba la forma federal de gobierno, declarando que sólo reformaría la ley fundamental. Pero unos días después de la toma de Zacatecas, el ayuntamiento de Orizaba expresó su desacuerdo con tal decisión, porque el sistema federal había comprometido la Independencia, perseguido a los más “ilustres defensores” de la patria, atacado la religión y no había sabido defender la libertad de las personas ni sus propiedades; también había sido incapaz de mantener la paz y la riqueza pública “con las poco meditadas [medidas] para la celebración de empréstitos, con el entorpecimiento y estagnación en que entran los giros de los capitales por la continua repetición de asonadas y revoluciones, y con las exorbitantes contribuciones a que es preciso recurrir para sostener la dispendiosa administración de la federación y de los estados”. Su conclusión era clara, “el sistema federal no es a propósito para hacer la felicidad de los mexicanos”.50

Entre los agravios contra el sistema, también mencionaba en su artículo 7° el peligro que el mismo sistema significaba para la integridad del territorio de la nación, por lo que pedía que se adoptara “otra forma de gobierno más analógica a sus necesidades, ecsigencias [sic] y costumbres y en la que mejor se garantice la independencia, paz interior y religión que profesamos”.

El pronunciamiento fue secundado por Toluca y un sinnúmero de poblaciones. El pronunciamiento de Cuernavaca añadía que el Congreso se declarase “convocante o constituyente, según creyere que convenga a la felicidad de la nación”.51 Resulta interesante notar que 75% de los pronunciamientos por el centralismo procedieron del centro, en forma predominante de Puebla, Michoacán y el Estado de México. De 346 actas, 147 fueron del Estado de México, es decir, 40% del total.52

Esta “popularidad” derivaba con seguridad de la tensión entre muchas cabeceras de partido y las capitales de sus estados, ante la obligación de proporcionar remplazos o milicias, una de las cargas que hacía detestable al gobierno, tanto nacional como estatal, en las comunidades.

Con la fuerza que dio al gobierno federal haber doblegado la resistencia del estado más fuerte, Santa Anna hizo una consulta a vecinos notables y, temeroso de no poder controlar otras elecciones, favoreció que el Congreso ordinario se convirtiera en constituyente. Éste, como mencionamos, le concedió valor de expresión de la voluntad nacional a las actas que pedían el cambio de sistema (de 400, sólo 43 pedían que el Congreso fuera convocante), y el 9 de septiembre de 1835 se declaró constituyente. Aunque Santa Anna venía buscando la dictadura, el temor a la fragmentación territorial con que amenazaba la secesión de Texas empujó al general a favorecer el centralismo para salvaguardar la unidad nacional.

El 3 de octubre, una ley sancionaba el establecimiento del centralismo y el 23 se expedían las Bases Constitucionales. Dos artículos afectaban el funcionamiento de los estados:


9o. Para el gobierno de los Departamentos habrá gobernadores y juntas departamentales: éstas serán elegidas popularmente, del modo y en el número que establecerá la ley y aquéllos serán nombrados periódicamente por el supremo poder ejecutivo, a propuesta de dichas juntas.

10. El poder ejecutivo de los departamentos residirá en el gobernador, con sujeción al ejecutivo supremo de la nación.



La redacción de las Siete Leyes llevó 15 meses, tiempo que coincidió con el trauma de la derrota inexplicable en Texas. La interpretación tradicional ha atribuido su factura al clero, la milicia y la oligarquía, pero el estudio de Reinaldo Sordo la ha desmentido y probado que fue fruto de una transacción entre federalistas moderados y centralistas. Las Siete Leyes establecieron un complicado mecanismo que contenía novedades: incluía una lista clara de “derechos del mexicano” (libertad, seguridad, igualdad y propiedad), que significaba un avance sobre la de 1824 y creaba un cuarto poder, el Conservador, destinado nada menos que a impedir los abusos de los otros tres. Sánchez de Tagle, el autor del proyecto, había colaborado con Mora en El Observador y compartía sus ideas al respecto, y aunque algunos de sus argumentos tienen todavía resabios de libertades pactistas, su empeño era asegurar derechos ciudadanos y un “equilibrio” de poderes.53 Los ciudadanos se definían como aquellos que tuvieran una renta anual de 100 pesos, es decir, introducía el carácter censitario favorecido por Mora y Alamán desde 1830. Además de limitar el derecho de voto, se redujo la representación popular al restringir la existencia de ayuntamientos a lugares en donde existieran desde 1808 pueblos de más de 8000 almas y puertos de 4000. El objetivo parece haber sido debilitar la fuente de legitimación de los movimientos políticos, pues las adhesiones civiles siempre las hacían los capitulares, con notables de las poblaciones, aunque en lugares de insurgencia participara el grueso de los vecinos. Al Legislativo se le arrebató toda atribución gubernativa y se redujeron los puestos elegibles desde diputados y senadores hasta munícipes (1500, 2000 y 500 pesos de renta). Se eliminó la vicepresidencia y se aumentó el periodo presidencial a ocho años. Para la elección del Ejecutivo se estableció un complicado sistema en que participaban los tres poderes y las juntas departamentales, con objeto de evitar asaltos como los de 1829 y 1833. Como límite para el Ejecutivo se creó un Consejo de Gobierno formado por 13 miembros a perpetuidad. Hubo empeño por fortalecer a la Suprema Corte de Justicia con más atribuciones para conocer negocios civiles de los militares y se hizo un intento por suprimir la Corte Marcial, pero lo frustró la protesta de la corporación en un año de guerra. Las Siete Leyes hicieron una nueva reorganización del espacio. El territorio quedó dividido en departamentos, distritos y partidos. Los territorios de California y Nuevo México, así como el de Texas (sin reconocer su independencia), se convirtieron en departamentos. Tlaxcala quedó unida al departamento de México, que también incluiría el Distrito Federal.

La centralización era clara. El presidente nombraba a los gobernadores y éstos a los prefectos de distritos, quienes a su vez elegían a los subprefectos de partido. Los ayuntamientos dependían, a través de los subprefectos y prefectos, de los gobernadores, lo que provocaría problemas en todo el territorio, pero en especial en la ciudad de México, pues el importante Ayuntamiento desafiaría varias veces al gobernador y el propio Santa Anna, al tomar el poder en 1841, tendría que ceder y hasta despedir a dicho funcionario. Los argumentos del Ayuntamiento aludían al status colonial de la corporación, pero utilizando ideas de representatividad liberal.

Apenas puestas en vigor las Siete Leyes, el apoyo al centralismo se evaporó. Los grupos gobernantes de los departamentos perdían la autonomía en los presupuestos, ahora controlados por los comisarios del centro, que debían pagar al ejército y a todos los servidores departamentales. De todas formas hubo problemas para pagar al ejército y a fines de 1837 se nombró a los comandantes generales y a los visitadores de hacienda. Como con frecuencia se reunió el cargo de gobernador y comandante general, éstos empezaron a competir o a aliarse con las élites provinciales, las cuales recurrieron a agentes del centro para influir en las decisiones que les afectaban. El funcionamiento se hizo aún más complejo.

Las comandancias generales del ejército se descentralizaron al depender para sus pagos de las comisarías departamentales, a las que se les ordenó pagarles con preferencia. De esa manera, así como el federalismo había favorecido a las élites provinciales, el centralismo lo hizo con la alta jerarquía del ejército, debido al estado constante de guerra y a las revueltas federalistas. Sin duda el objetivo era el control territorial de la nación, pero por la falta de comunicaciones se crearon nuevas tensiones entre el centro y las provincias. Zacatecas perdió la supremacía que había tenido, pasando a Guadalajara, San Luis Potosí y Veracruz. Las zonas marginales, California, Sonora y Yucatán se mantuvieron virtualmente separadas, actitud que se ha confundido con un secesionismo.

Los “federalistas” se dividieron en dos grupos. El dirigido por Gómez Pedraza utilizó medios pacíficos. En 1837 organizó una campaña de representaciones al presidente, instándolo a restaurar el federalismo y, a partir de 1838, se empeñó en infiltrar el sistema para conseguir el mismo fin. El grupo radical decidiría que no había otra vía que la revolución y aprovechó hasta el estado de guerra con Francia para tomar el poder. Esto convenció a todos de que era necesaria una reforma. El Ejecutivo era víctima ahora del Consejo de Gobierno, del Poder Legislativo y del Conservador y, aun en estado de guerra, se le negaron facultades extraordinarias.

El sistema no logró enderezar la situación. Según Bernardo Couto “la constitución actual cada día parece más impracticable y más viciosa. Mala como sistema político, es todavía peor como sistema administrativo”.54 La centralización causó mayores gastos, pues a los burócratas locales se sumaron los nacionales. Aunque el sistema fiscal del centralismo era más adecuado que el del federalismo, en opinión de Tenenbaum,55 y los impuestos directos produjeron mayores entradas, los déficit se agrandaron por el servicio de la deuda interna, pues el gasto del ejército disminuyó con respecto al del periodo federal a pesar de las guerras. Los impuestos aduanales se bajaron en 1837 para contrarrestar el contrabando, sin lograrlo. En 1839, al establecerse un impuesto de 15% al consumo de artículos importados, disminuyeron las importaciones y por tanto las entradas aduanales.

El país se hundió aún más en manos del agio, sin que se lograra cubrir las nóminas. Después del fracaso de Texas, el ejército resultó cada vez más incapaz de enfrentar las amenazas externas y se concentró en la lucha contra los federalistas. Texas, independiente, y Yucatán, Sonora y California, separadas, demostraban que el centralismo no había logrado el control territorial. Así, en 1839 el movimiento de reforma pareció cobrar fuerza. Se preparó un proyecto de reformas y se pidió la opinión de las juntas departamentales, que con lentitud la remitieron durante 1840. Su preocupación era garantizar derechos ciudadanos, eliminar el Poder Conservador y fortalecer a las juntas departamentales y a los gobernadores. Pero el Congreso había dejado la resolución a las juntas departamentales y éstas, con excepción de Zacatecas, se la reservaron a aquél, como si nadie quisiera asumir la responsabilidad, lo que alimentó el convencimiento general de que no habría otra solución que la violencia.

El ejército y los comerciantes patrocinaron el pronunciamiento que logró un extenso apoyo de ayuntamientos y federalistas moderados y, a fines de 1841, las Bases de Tacubaya, firmadas por los generales, suspendían el orden constitucional y establecían la dictadura de Santa Anna, “mientras se redactaba una nueva constitución”. Las elecciones, a pesar del control ejercido por el ejército, dieron la mayoría a los federalistas moderados, lo que selló su destino. La mayoría moderada del Congreso de 1842 trató de establecer un federalismo moderado, sin ese nombre, que garantizara libertades, derechos y la mínima autonomía departamental. Como una minoría realmente federalista presentó un proyecto radical, con garantías a los derechos del hombre, se redactó un documento de transacción, que retuvo parte de ese espíritu que se venía imponiendo ante los asaltos que sufrían la libertad, la propiedad y la seguridad por parte de las autoridades y el ejército. No obstante el compromiso, el Congreso no pudo coronar su obra porque fue disuelto, y una Junta de Notables redactó al año siguiente las Bases Orgánicas.

A pesar de que estas Bases conservaron algunos cambios, no aceptaron la descentralización administrativa de los departamentos, propuesta en el proyecto de 1842, pero al derecho de las asambleas legislativas de proponer al presidente candidatos para gobernador se agregó el de elegir dos terceras partes de los 73 senadores. Es de mencionar que sólo el proyecto minoritario mantenía la denominación de Constitución de los Estados Unidos Mexicanos; los otros proyectos y las Bases Orgánicas, al igual que las Siete Leyes, se referían a la República Mexicana, es decir, subrayaban el carácter unitario. Es más, las Bases volvían en su artículo 2° a la definición territorial del Acta Constitutiva:


El territorio de la república comprende lo que fue antes virreinato de la Nueva España, capitanía general de Yucatán, comandancias de las antiguas provincias internas de Oriente y Occidente, Baja y Alta California y las Chiapas.



Los proyectos de 1842 devolvían Aguascalientes a Zacatecas y creaban el departamento de Acapulco. Las Bases ampliaban el Poder Ejecutivo56 hasta el grado de poder iniciar leyes excepcionales. No se establecía un verdadero gabinete, pues el artículo 109 permitía al presidente decidir lo que le pareciera una vez que hubiera oído a sus ministros, pero en cambio la responsabilidad la tenían éstos y el Consejo de Gobierno. También se sometió a las asambleas departamentales al veto del gobernador, nombrado por el presidente, quien tenía la última palabra si las asambleas insistían, por eso Rabasa definió a las Bases como “despotismo constitucional”, a pesar de lo cual “resultó estrecho para el general Santa Anna”.57 Sin embargo, su violación fue aprovechada por la mayoría moderada del Congreso para desaforarlo y, mediante una revolución cívica, establecer un gobierno constitucional que no se atrevió a restablecer el federalismo por temor a debilitar al país, amenazado ya por Estados Unidos, aunque descentralizó en parte la administración en 1845. Pero la conspiración monarquista, la debilidad ante la amenaza exterior y la crisis endémica de la hacienda proporcionaron pretextos para una nueva dictadura militar en 1846, esta vez encabezada por el general Paredes y Arrillaga.

El esfuerzo de las dictaduras y el régimen de las Bases Orgánicas se dirigieron a resolver el intrincado problema hacendario. La revolución de 1841 pagó la deuda con los comerciantes, abolió 15% de impuesto al consumo de efectos extranjeros y durante unos meses favoreció el librecambismo, pero ante el fracaso, recurrió a préstamos del clero y venta de sus bienes, restableció y aumentó el impuesto, adoptó una política proteccionista e impuso la ofensiva capitación: todo varón entre 16 y 60 años debía pagar un real mensual, lo que provocó numerosas rebeliones, sin liberar al gobierno de la dependencia de la usura. En vísperas de la guerra con Estados Unidos, Paredes trató de rescatar al país de tan crítica situación combatiendo la corrupción y el contrabando, e imponiendo un orden de hierro y reduciendo electores y elegibles a “las clases propietarias”. Pero todo fue inútil, y ya en medio de la invasión norteamericana, los federalistas se pronunciaron en el sur de México, Mazatlán y Guadalajara, y el 4 de agosto de 1846, la guarnición de la Ciudadela se declaró por el orden federal. El 22 del mismo mes se restableció la Constitución de 1824, que el Congreso reformó al año siguiente.

 

 

CONCLUSIÓN: FEDERALISMO Y CENTRALISMO, 1824-1847

Desde el triunfo liberal, la historiografía subrayó los enfrentamientos entre centralistas y federalistas como la principal fuente de tensión y causa de la inestabilidad durante la primera etapa independiente. Entonces y después se pasó por alto que el establecimiento de los dos sistemas había sido producto de compromisos entre facciones opuestas y que su aplicación había tenido mucho en común. En el afán de caracterizar a todo el periodo como caótico y dominado por la “dictadura” de Santa Anna —cuyo gobierno, en conjunto, apenas sobrepasó los seis años, algo menos que los de Anastasio Bustamante—, se pasó por alto la estabilidad que le dio al gobierno, la acción de un grupo de funcionarios públicos que sirvieron a los dos sistemas, sobre todo los oficiales mayores, quienes garantizaron una continuidad.

La adopción del centralismo, hasta ahora atribuida a Santa Anna, resultó del desprestigio que había sufrido el federalismo y del temor de que el desafío de Zacatecas en 1835 y la amenaza de independencia de Texas el mismo año desembocaran en una fragmentación de la nación. Un grupo de federalistas moderados estuvo dispuesto a hacer una transacción con los centralistas que habían capitalizado el descontento popular por los excesos del Congreso radical de 1833 a fin de fortalecer al Estado.

El derecho de representación se arraigó a través de la difusión no sólo de periódicos y catecismos, sino por el mecanismo mismo de los pronunciamientos. Una vez promulgado un plan político, se enviaba hasta los poblados más apartados, solicitando adhesiones. Las reuniones de las guarniciones, ayuntamientos o vecinos leían los planes, y de esa manera se difundía una serie de principios políticos, protestas y propuestas. Con ello no sólo se politizaba la población, sino que se fortalecía el sentido de unidad, puesto que también se mencionaban las amenazas extranjeras a la nación.

Al caracterizar el periodo, hasta ahora se ha subrayado la dictadura, a pesar de haber sido un fenómeno transitorio, pues en sentido estricto sólo estuvo en vigor entre octubre de 1841 y julio de 1843 y del 1 de enero al 4 de agosto de 1846. En todo el periodo, el Legislativo fue el poder más estable e influyente. De 1821 a 1847 hubo 19 congresos que sesionaron casi sin interrupción, salvo en cinco ocasiones.58 De esos congresos, siete fueron constituyentes autores de cinco constituciones diferentes, de las cuales tres tuvieron vigencia (la de 1824 también con las reformas de 1847).59 En ellos predominó el espíritu de transacción, a excepción de breves momentos en que un grupo radical fue mayoritario. Lo que resultó constante fue el enfrentamiento del Congreso con el Ejecutivo.

Los gobiernos bajo dos sistemas se empeñaron en encontrar la fórmula para imponer su autoridad sobre el territorio que constituía la República, sin lograrlo. La desarticulación entre el gobierno nacional y los estatales o departamentales persistió durante el periodo, sin importar el sistema de gobierno y sólo se moderó después de la invasión norteamericana, lo que explica que el gobierno lograra restablecer el funcionamiento del Estado a fines de 1847, a pesar de que se había desvertebrado con la renuncia de Santa Anna a la entrada del ejército norteamericano y el traslado del gobierno a Querétaro. La actitud de colaboración de los gobiernos de los estados en 1848 contrasta con la desconfianza hacia el centro, en plena guerra. Tanto Zacatecas como el Estado de México habían negado sus efectivos militares al gobierno nacional, reservándolos para el momento en que ellos estuvieran en peligro.

Por lo demás, la debilidad del gobierno durante el sistema federalista se mantuvo durante el centralismo. Si la dictadura de Santa Anna logró efectividad durante el primer año (1842) se debió a la esperanza de una nueva constitución, pero al establecerse la dictadura constitucional, volvió a encenderse el descontento. El centralismo acudió a hombres de empresa para encontrar soluciones hacendarias, pero el tamaño de la deuda interna rebasó su creatividad. El ejército no se profesionalizó y tuvo problemas para mantener su número por la resistencia de los departamentos a proveerle remplazos.

La antigua provincia de Nueva España, el territorio más habitado de la República, fue la única base firme para defender el unitarismo político. Esto era natural; había sido el núcleo fundamental de la Nueva España, que temía el desplazamiento de las redes de decisión a áreas con las que no tenía familiaridad. En los departamentos alejados, las élites favorecían un gobierno central débil y resistieron a los comandantes generales, que representaban al gobierno del centro, o los convirtieron en sus aliados para defender intereses locales. Y aún durante el centralismo, cuando los gobernadores eran nombrados por el presidente, una vez instalados en sus sedes, se veían obligados a responder a los intereses locales. En el caso de gobernadores federalistas, para mantenerse en el poder optaron por una actitud conciliadora con el gobierno del centro. Tal el caso de Elorriaga en Durango o de Marcos de Esparza en Zacatecas.

La restauración de la Constitución de 1824, en plena guerra con Estados Unidos, sin duda dificultó la organización de la defensa, pero el hecho de que se impusiera el grupo que sostenía no sólo su restauración sino también su reforma, indica el grado de difusión que habían alcanzado las ideas liberales desde l842, seguramente como reacción al intento monarquista de 1846. Esto permitió poner en práctica el proyecto minoritario de 1842 con todo y la declaración de los derechos del hombre.
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FEDERALISMO Y CENTRALIZACIÓN EN EL IMPERIO
 BRASILEÑO: HISTORIA Y ARGUMENTO

JOSÉ MURILO DE CARVALHO*

LA COLONIA PORTUGUESA en América se caracterizó, en lo que se refiere a la organización política y administrativa, por una escasa presencia del poder metropolitano y por una frágil relación entre las varias regiones que la componían. A pesar de esta tradición, el país independiente que surgió en 1822 optó por un régimen monárquico y por una fuerte centralización política y administrativa. Pero las fuerzas centrífugas no fueron sofocadas y volvieron con plena fuerza después de la proclamación de la república en 1889. La tensión entre las dos corrientes opuestas generó durante el Imperio un rico debate sobre la relación entre federalismo y centralización, por un lado, y libertad y despotismo, por el otro.

EL LEGADO COLONIAL

Es conocida la experiencia colonial portuguesa en América en lo concerniente al problema de la centralización. País pequeño, de reducida población, amenazado a veces en su propia sobrevivencia, Portugal tuvo muchas dificultades en mantener y explorar el vasto mundo conquistado por la audacia de sus navegantes. Incluso excluyendo las conquistas africanas y asiáticas, el mundo americano ya era excesivamente vasto para los recursos de la metrópoli. La guerra con los indios y la defensa de la colonia contra la amenaza de otras potencias, particularmente España, Holanda y Francia, eran tareas costosas que dejaban pocos recursos para invertir en la exploración de nuevos territorios, por lo menos hasta el descubrimiento de oro a fines del siglo XVII. Por un periodo de 60 años (1580-1640), la autonomía de la metrópoli desapareció bajo el dominio español. Durante ese lapso, los holandeses ocuparon la parte más rica de la colonia. Liberarse de España y expulsar a los holandeses fueron tareas adicionales que agotaron todavía más a la metrópoli. La supervivencia de Portugal de ahí en adelante dependió de la protección inglesa, sostenida a partir de fines del siglo XVII por la abundancia de oro de las minas. El consejo de Luis da Cunha a Juan V en 1738 para que transfiriera la sede de la monarquía a Río de Janeiro, pues era lugar más seguro, fue una clara indicación del desequilibrio entre colonia y metrópoli. La idea ya había sido sugerida en 1580 y en 1660.

Frente a las limitaciones, Portugal tuvo que recurrir a la iniciativa privada para defender, expandir y desarrollar la colonia americana. La creación de capitanías hereditarias en 1534 no tenía otro objetivo. Frente al peligro real de perder lo conquistado, Juan III (1521-1557) dividió la colonia en capitanías hereditarias que fueron entregadas a hidalgos ricos que las pudieran defender y colonizar. El territorio de la colonia, todavía desconocido, fue dividido del Amazonas a San Vicente en lotes rectangulares que partían de la costa hasta la línea imaginaria de Tordesillas en el interior. A cambio de los servicios, los donatarios de las capitanías recibían amplia jurisdicción local que iba hasta el grado de exentarlos de la inspección de la Corona. Así, la colonia fue transformada en un sistema que algunos llamaron feudal: cada capitanía correspondía a un feudo, cada donatario a un barón ligado al rey por un pacto de lealtad y cooperación. Podríamos también decir que el sistema se aproximaba al de una federación, si de la expresión conserváramos tan sólo el aspecto de autonomía política de las unidades componentes del todo.

La tarea de colonización también rebasó la capacidad de la iniciativa privada. Muchos donatarios se arruinaron, y gastaron su riqueza ganada muchas veces en el comercio con las Indias Orientales tratando de desarrollar sus capitanías. Algunos ni siquiera tomaron posesión de los lotes. Tan sólo dos tuvieron éxito: los de Pernambuco, al norte, y los de San Vicente, al sur. Debido a la ausencia de minerales preciosos, quedaban como recursos el palo brasil, cuya extracción dependía de la problemática cooperación de los indios, y la caña de azúcar, que exigía grandes inversiones de capital y mano de obra. El éxito en la producción de azúcar fue lo que salvó a las dos capitanías.

La política descentralizadora fue en parte revertida en 1549 por el mismo Juan III, quien creó el gobierno general de la colonia, con sede en Bahía. Las capitanías hereditarias no fueron abolidas inmediatamente, pero los donatarios perdieron parte de su poder exclusivo. Por medio de compra o confiscación, las capitanías fueron poco a poco recuperadas por la Corona o simplemente desmanteladas. A mediados del siglo XVIII, el marqués de Pombal, el ministro centralizador de José I (1750-1777), acabó con todas ellas.

Mientras tanto la ayuda a los particulares continuó de otras maneras. La expansión del territorio y la búsqueda de metales preciosos se lograron gracias a las entradas, grandes expediciones organizadas por particulares con el incentivo de la Corona. Las entradas eran hechas a través de bandeiras, verdaderos ejércitos particulares bajo el dominio autocrático de un jefe. Algunas bandeiras contaban hasta con 3000 hombres entre blancos, indios y esclavos negros. También existía la ayuda a particulares para la ejecución de tareas públicas. La recaudación de impuestos era a menudo contratada con particulares. Hasta en Minas Gerais, región de oro y diamantes, donde la presencia de la Corona se hacía patente con más fuerza, la recaudación de diezmos e impuestos de entrada era realizada a través de contratos con particulares. Las grandes deudas de los contratantes fueron una de las causas de la revuelta de 1789, conocida como la Inconfidencia Minera.1 Las funciones administrativas y judiciales eran en buena parte ejercidas por los capitanes-mayores de las milicias. Esos capitanes-mayores eran de investidura real, pero su poder provenía del hecho de que eran grandes propietarios de tierras, sesmeiros, que simplemente ocultaban con el velo del poder público el ejercicio de un dominio privado. El poder local, o municipal, estaba en manos de los capitanes y de las cámaras, también controladas por los “hombres buenos”, esto es, los propietarios rurales.

Si la creación de un gobierno central no fue el fin de la ayuda a los particulares, tampoco significó el abandono de la idea de división del territorio. Del siglo XVI al XVIII, la colonia sufrió varias divisiones, separando el norte del sur. La división típica fue la de Pombal en 1751, que separó el estado de Brasil del de Maranhão y Gran Pará. Posteriormente, el mismo Pombal dio autonomía al Maranhão, creando tres estados distintos. En la época se decía “ir de Maranhão a Brasil”.

El sistema de capitanías se mantuvo, aun cuando todas pasaron a la administración real. Al término del periodo colonial, en 1822, había 18 capitanías, administradas por gobernadores nombrados desde Lisboa. La jerarquía formal colocaba al rey en el lugar máximo, en Lisboa, y a continuación el virrey, con sede en Río de Janeiro, los gobernadores, los capitanes generales, en las capitanías, y los capitanes-mayores en los poblados. En la práctica, las cosas eran menos claras. El poder del virrey, según toda la historiografía, se limitaba a Río y a algunas capitanías subalternas, como Rio Grande y Santa Catarina. Las otras se comunicaban directamente con la Corona. Muchos capitanes-mayores también escapaban al control de los gobernadores. Aun después de los esfuerzos racionalizadores de Pombal, la impresión que daba la administración colonial era de confusión. La causa de la confusión podía encontrarse en la mezcla de códigos legales y tradiciones jurídicas (Código manuelino, portugués, y filipino, español; tradiciones romana y feudal). Pero también, más probablemente, podía ser una táctica política. La debilidad de la metrópoli no le permitía mantener una burocracia proporcional al tamaño de la colonia, y también aconsejaba evitar que las autoridades coloniales se volvieran excesivamente poderosas. Dada la desigualdad de recursos, un virrey que tuviera en las manos el control de la colonia se volvería más poderoso que el mismo rey. Los conflictos de jurisdicción, y la tensión entre autoridades eran deseables políticamente, por más que tuvieran consecuencias negativas para la administración.

Desde el punto de vista que aquí nos interesa, la herencia colonial puede resumirse en tres puntos:

a) un poder metropolitano endeble, incapaz de ejercer una administración centralizada y que por esto recurría a la cooperación del poder privado y a la descentralización política y administrativa;

b) un poder privado fuerte pero oligárquico, centrado principalmente en la gran propiedad de la tierra y en la posesión de esclavos, y

c) una colonia que era un conjunto de capitanías débilmente unidas entre sí para las cuales el poder del virrey era prácticamente nominal.

El botánico francés Saint-Hilaire, que viajó extensamente por la colonia en la época de la Independencia, resumió la situación de la siguiente manera:


Cada capitanía tenía su pequeño tesoro; ellas apenas si se comunicaban entre sí, muchas veces hasta ignoraban la existencia de las otras. No había en Brasil un centro común: era un círculo inmenso cuyos rayos convergían muy lejos de la circunferencia.2



LA SOLUCIÓN DE LA INDEPENDENCIA

Cuando las tropas francesas invadieron la Península Ibérica en 1807, Portugal y su colonia americana se encontraban en una situación particular. La metrópoli no tenía fuerzas para resistir la invasión y mantener la colonia; ésta, a su vez, aún estaba escasamente poblada (alrededor de cuatro millones de habitantes), con una economía de exportación estancada, sin fuertes lazos de unión entre las capitanías. El príncipe Don Juan y la corte portuguesa se decidieron por el mal menor: transferirse a la colonia, salvándose así no tanto de la ocupación francesa, sino del destino que tuvo la Corona española. Se cumplía, por la fuerza de las circunstancias, la vieja idea de los estadistas portugueses, retomada ahora por Rodrigo de Sousa Coutinho, conde de Linhares, ministro y consejero de Don Juan. Con esto, se preservó la dinastía y la integridad del reino. Como era de esperar, la solución sólo fue posible por la acción protectora de Inglaterra que patrocinó toda la operación de transferencia. Mientras tanto, en las colonias españolas en América la caída de la dinastía provocaba en un principio la incertidumbre y la desorientación y después el comienzo del proceso de independencia.

Un poco más tarde, derrotado Napoleón e iniciado el movimiento constitucionalista en la metrópoli a través de la revuelta de Porto en 1820, se replanteó con urgencia el problema del futuro del reino. Varias opciones se presentaron como posibles, desde el regreso al statu quo ante colonial hasta el desmembramiento de la colonia, para citar los dos extremos. Entre 1820 y 1822 el debate fue intenso. Varios panfletos fueron publicados en que se defendían las opciones en juego. La posición predominante tal vez fue la de mantener la unión en una especie de federación monárquica a la manera inglesa o austriaca. La creación del Reino Unido de Portugal, Brasil y Algarve, en 1815, daba el tono de esta opción.

Los argumentos en favor de esta solución eran simples y directos: se decía que ni Portugal ni Brasil estaban en condiciones de sobrevivir soberanamente por sí solos. Portugal, argumentaba el autor anónimo de uno de los panfletos, desde fines del siglo XVI era potencia de segundo orden, colonia de Inglaterra, dependiente de la economía brasileña. Brasil, por su lado, proseguía el mismo autor, estaba poco habitado, su población era heterogénea, no tenía unidad ni patriotismo. Separados, Portugal podría convertirse en provincia de España y Brasil correría el riesgo de reproducir la experiencia de las colonias españolas o, lo que sería desastroso, la experiencia de Santo Domingo que ya había costado más de un millón de muertos.3
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